
 

 ANEXO VII MARCO NORMATIVO 

 

Normativa comunitaria y nacional de aplicación 

• Orientaciones de la Comisión Europea de fecha 9 de abril de 2021 (Orientaciones de cómo 

evitar y gestionar las situaciones de conflicto de interés de acuerdo con el Reglamento 

Financiero). 

• Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio 

de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión y por 

el que se deroga el Reglamento (UE, Euratom) nº966/2012 ( 1) Reglamento Financiero. 

• Reglamento (UE, Euratom) nº966/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 

octubre de 2012, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la 

Unión y por el que se deroga el Reglamento (CE, Euratom) nº1605/2002 del Consejo (2) 

Reglamento Financiero. 

• Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, 

sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (3) 

• (4) Directiva sobre contratación pública. 

• Ley 53/1984, de incompatibilidades del personal al servicio de las administraciones 

públicas. 

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, y su normativa en desarrollo. 

• Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

• Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

• Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

• Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 

al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y la normativa en desarrollo. 

• Real Decreto Ley 36/2020, Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 

• Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión 

del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

• Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el procedimiento y 

formato de la información a proporcionar por las Entidades del Sector Público Estatal, 

Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de metas y objetivos y de 

ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los componentes del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

Normativa autonómico y local de aplicación 



 

• Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consells Insulars. 

• Ley 4/2004, de 2 de abril, de la Sindicatura de Cuentas de las Islas Baleares. 

• Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena administración y del buen gobierno de las Islas 

Baleares. 

• Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de Prevención y Lucha contra la 

Corrupción en las Islas Baleares. 

• Ley 2/2020, de 15 de octubre, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la 

actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones 

públicas de las Illes Balears para paliar los efectos de la crisis ocasionada por la COVID-19. 

• Ley 4/2021, de 17 de diciembre, de medidas extraordinarias y urgentes para ejecutar las 

actuaciones y proyectos a financiar con fondos europeos en el marco del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia 

• Ley 3/2021, de 10 de noviembre, para impulsar y agilizar la tramitación de ayudas y otras 

actuaciones en materia de vivienda. 

• Decreto ley 4/2021, de 3 de mayo, para impulsar y agilizar la tramitación de ayudas y otras 

actuaciones en materia de vivienda. 

• Reglamento de Funcionamiento y Régimen Interior de la Oficina de Prevención y lucha 

contra la Corrupción en las Islas Baleares, aprobado por la Comisión de Asuntos 

Institucionales y Generales del Parlamento de las Islas Baleares, en sesión ordinaria de 21-

11-2018 (BOIB nº 156 de 13-12-2018. 

• Ordenanza de Transparencia, Acceso y Reutilización de la información, del Ayuntamiento 

de Son Servera. 

 
 



 

 

 

En materia de SUBVENCIONES PÚBLICAS: 

 

Limitación de la 

concurrencia 

El organismo no ha dado suficiente difusión a las bases 

reguladoras/convocatoria. 

El organismo no ha definido con claridad los requisitos que deben 

cumplir los beneficiarios/destinatarios de las ayudas/subvenciones 

No se han respetado los plazos establecidos en las Bases 

reguladoras/convocatoria para la presentación de solicitudes 

En el caso de subvenciones concedidas en base a baremos se 

produce la ausencia de publicación de los mismos en los Boletines 

Oficiales correspondientes. 

El beneficiario/destinatario de las ayudas incumple la obligación de 

garantizar la concurrencia en caso de que necesite negociar con 

proveedores. 

Trato discriminatorio la 

selección de los 

solicitantes  

Trato discriminatorio en la selección de los solicitantes. 

Conflictos de interés en la 

comisión de valoración 

Influencia deliberada en la evaluación y selección de los 

beneficiarios 

Incumplimiento del 

régimen de ayudas del 

Estado 

Las operaciones financiadas constituyen ayudas de estado y no se 

ha seguido el procedimiento de información y notificación 

establecido al efecto por la normativa europea. 

Desviación del objeto de la 

subvención 

Los fondos no han estado destinados a la finalidad establecida en la 

normativa reguladora de la subvención por parte del beneficiario. 

Incumplimiento del 

principio de adicionalidad 

Hay varios cofinanciados que financian la misma operación 

No existe documentación soporte de las aportaciones realizadas por 

terceros (convenios, donaciones, aportaciones dinerarias de otra 

naturaleza, etc.) 

La financiación aportada por terceros no es finalista y no existe un 

criterio de reparto. 

Inexistencia de un control de gastos e ingresos por operación por 

parte del beneficiario. 



 

 

Falsedad documental Documentación falsificada presentada por los solicitantes a fin de 

salir elegidos en un proceso de selección. 

Manipulación del soporte documental de justificación de los gastos. 

Incumplimiento de las 

obligaciones establecidas 

por la normativa nacional y 

comunitaria en materia de 

información y publicidad 

Incumplimiento de los deberes de información y comunicación del 

soporte del Fondo a las operaciones cofinanciadas. 

Pérdida de pista de 

auditoría 

La convocatoria no define de forma clara y precisa los gastos 

elegibles. 

La convocatoria no establece con precisión el método de cálculo de 

costes a aplicar en las operaciones. 

 

 


